[image: image1.jpg]



Corte Suprema de Justicia de la Nación

Expediente: CA-12875-2016
Tribunal: Superior Tribunal de Justicia
Competencia: Recursiva
Fecha: 26/06/2017
Libro de Acuerdos: 2
N° de Registro: 118 
Ver Dictamen
Voces Jurídicas
FALTA DE FUNDAMENTACION; HONORARIOS DEL ABOGADO; PORCENTAJE INFERIOR AL MINIMO;

Libro de Acuerdos Nº 2 Fº 423/425 Nº 118. San Salvador de Jujuy, República Argentina, a los días veintiséis del mes de Junio del dos mil diecisiete, los Señores miembros de la Sala III Contencioso Administrativa del Superior Tribunal de Justicia, Dres. Pablo Baca, María Silvia Bernal y Clara Aurora De Langhe de Falcone, bajo la presidencia del primero, vieron el Expte. CA-12.875/2016, caratulado: “Recurso de inconstitucionalidad int. en Expte. C-067.961/2016 (Tribunal Contencioso Administrativo – Sala II – Vocalía 3) Amparo por Mora. Vaccari María Cristina c/ Poder Ejecutivo - Estado Provincial”.

El Dr. Baca dice:

1) Por sentencia que obra a fs. 39/43 del expediente principal C-067.961/2016 el Tribunal Contencioso Administrativo declaró abstracta la acción de amparo por mora deducida, imponiendo las costas a la demandada y regulando honorarios al letrado apoderado de la parte actora en la suma de $1.166,66, que devengaría intereses a la tasa activa, nominal y anual vencida a treinta días de acuerdo a la cartera general de préstamos del Banco de la Nación Argentina.

Para decidir de tal manera, el a quo consideró que el caso de amparo por mora devino abstracto, al haber sido sustraída la materia litigiosa con el dictado del acto administrativo (Resolución 1929) por parte del Ministerio de Educación, del que se manifestaba la mora, habiendo quedado por ello el objeto de la pretensión deducida sin un interés actual al momento de pronunciarse la sentencia.

En relación a las costas, juzgó el a quo, luego de analizar las constancias del expediente administrativo, que hubo pases innecesarios y demoras excesivas en su tramitación, por lo que verificó motivos para litigar, imponiendo las costas a la demandada vencida.

2) En lo que acá importa destacar, el abogado representante de la parte actora (Dr. Aníbal Massaccesi), en desacuerdo con el monto de los honorarios profesionales regulados a su favor, dedujo, en ejercicio de un derecho propio, recurso de inconstitucionalidad por sentencia arbitraria en contra de lo resuelto por Tribunal a quo en punto a los honorarios. Invocó, para justificar los recaudos de admisibilidad formal, que la sentencia impugnada es definitiva y le ocasiona un perjuicio insusceptible de reparación ulterior.

En concreto, la parte recurrente entendió, para fundar el agravio que trae aquí a consideración, que la regulación de los honorarios profesionales arroja una suma de dinero que se encuentra por debajo del mínimo legal de $3.500 que surge de la Acordada Nº 96/2016, teniendo como antecedente su correcta labor profesional en el amparo por mora.

3) Corrido el traslado de ley se presentó el Estado a contestar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto, lo que obra a fs. 21 a 23. Se destacó que en los considerandos de la Acordada Nº 96/2016 se deja claro que el monto mínimo establecido no menoscaba la facultad de los magistrados para hacer mérito de la actuación profesional (incs. c y b del art. 4, art. 5 y art. 24 de la ley 4055). Por otro lado, cintando jurisprudencia de este Superior Tribunal de Justicia, invocó el Estado que la materia de regulación de honorario se encuentra ajena a esta instancia extraordinaria, al constituir una cuestión de apreciación fáctica reservada a los jueces naturales de la causa.

Por todo ello, solicitó el rechazo del recurso interpuesto haciendo reserva del caso federal, con costas.

4) Que a fs. 28/29 emitió dictamen Fiscalía General de este Superior Tribunal de Justicia, propiciando rechazar el recurso deducido. Se funda, con cita de jurisprudencia de la CSJN y de este STJ, en que la regulación de honorarios es ajena a esta instancia extraordinaria y en que la sentencia impugnada ha valorado correctamente la labor profesional en la especie, al tratarse de un juicio sin monto.

5) Integrada la Sala, los presentes autos quedan para resolución de la cuestión debatida.

6) Ceñido el tema a una cuestión de honorarios, debo decir en primer lugar, que es verdad que su regulación por el a quo implica, en principio, una cuestión extraña a la revisión en esta instancia.

En segundo lugar, es no menos cierto que la arbitrariedad, receptada desde antiguo por este Cuerpo y consagrada explícitamente para el recurso de inconstitucionalidad en la tercera hipótesis del inc. 1 del art. 165 de nuestra Constitución provincial, está subordinada a un marco axiológico circunscripto por los principios liminares para la validez de los fallos, cuya transgresión puede provocar, en determinadas condiciones, la invalidez de los mismos, pero que, por la misma razón, esto es la gravedad que implica dejar sin efecto un acto jurisdiccional regularmente expedido, la verificación del vicio ha de juzgarse severamente a los efectos de no invadir jurisdicción extraña.

Dejar sin efecto una sentencia por arbitrariedad requiere constatar una decisiva carencia de razonabilidad en la fundamentación.

Bajo esta premisa, entiendo que la sentencia ha caído en un tratamiento arbitrario en la fijación del monto de los honorarios. Esto por dos motivos. Primero, porque se ha fundado para ello efectivamente en la Acordada L.A. Nº 19, Fº 182/184, Nº 96 sobre honorarios mínimos vigente y también en un antecedente de este Superior Tribunal de Justicia (L.A. 55 Nº 514), conforme al cual, si bien con votos en disidencia, la mayoría reconoció allí la aplicación de los honorarios mínimos para la vía del recurso de inconstitucionalidad que en esa oportunidad se acogió. Segundo, porque en este caso el a quo juzgó sin atenuantes, al imponer las costas a la demandada, que hubo motivos para litigar conforme a las constancias de la causa.

Tal argumentación a la hora de tratar las costas y la regulación de honorarios en el caso, se muestra contradictoria con la suma establecida para la retribución pecuniaria al letrado de la parte que se juzgó tuvo causas atendibles para litigar. La discrecionalidad para fijar el monto de los honorarios profesionales por debajo del monto mínimo general, no puede también más que ser de índole excepcional, debiendo, en tal caso, fundarse.

Por los fundamentos expuestos me pronuncio por hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto, y en consecuencia revocar parcialmente el punto II de la sentencia impugnada, regulando los honorarios de Aníbal Massaccesi en la suma de $3.500, que devengará intereses desde la fecha de la notificación de la presente y hasta su efectivo pago, conforme a la tasa activa, cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina. A dicha suma se le añadirá el Impuesto al Valor Agregado, en caso de corresponder.

En cuanto a las costas de esta instancia, se imponen a la parte demandada vencida, de acuerdo a lo establecido en el art. 102 del Código Procesal Civil, principio general del que no encuentro razón para apartarme.

Propongo que los honorarios de la presente instancia se regulen conforme lo dispuesto en L.A. Nº 19, Fº 182/184 Nº 96, esto es en la suma de $3.500 para el Dr. Aníbal Massaccesi, único al que corresponden en la especie.

Tal es mi voto.

La Dra. María Silvia Bernal adhiere al voto que antecede.

La Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone adhiere al voto del Dr. Baca.

Por ello, la Sala III Contencioso Administrativa y Ambiental del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy.

RESUELVE:

I. Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto en autos por la parte actora y en consecuencia revocar parcialmente el punto II de la sentencia recurrida, regulándose la suma de $3.500, conforme lo considerado.

II. Imponer las costas de la presente instancia a la parte demandada vencida.

III. Regular los honorarios profesionales de esta instancia al Dr. Aníbal Massaccesi en $3.500. A dicha suma se le adicionará el impuesto al valor agregado, en caso de corresponder.

IV. Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula.

Firmado: Dr. Pablo Baca; Dra. María Silvia Bernal; Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone.

Ante mí: Dra. Mónica Laura del Valle Medardi – Secretaria Relatora.
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